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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor MARÍA ROCÍO ACEVEDO OROZCO -por intermedio de apoderado- contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Expresa la accionante que en el año 1991 le fue impuesta una condena a ocho (8) años de prisión por un Juzgado de Santa Marta, por lo cual le fueron suspendidos sus derechos políticos por la Registraduría mediante Resolución 5263 de enero 1° de 1992, y como quiera que  no logró ubicar el juzgado que le interpuso la sanción penal para que se le expida el paz y salvo respectivo, procedió a elevar petición en julio 11 de 2016 donde solicita se le envíe copia de la referida decisión o se le informe el juzgado que emitió la sentencia, sin que hasta la fecha se le hubiere dado respuesta alguna. Pide se proteja su derecho fundamental de petición y se le ordene a la Registraduría que proceda a responder lo pertinente.

3.- CONTESTACIÓN

El despacho corrió traslado de la acción de tutela a la Registraduría Nacional del Estado Civil con sede en Bogotá, D.C., cuya jefe de la oficina jurídica (e), informó que con relación a la cédula 32.334.788 correspondiente a MARÍA ROCÍO ACEVEDO OROZCO se restableció su vigencia, mediante resolución 8046 de agosto 30 de 2016, de lo cual se le comunicó a la accionante por oficio 045294 de agosto 31 y por ende pide se desestime la acción de tutela por tratarse de un hecho superado.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este asunto violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora MARÍA ROCÍO ACEVEDO OROZCO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  su derecho fundamental de petición, como quiera que por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil no se le había dado respuesta a la petición que les elevó mediante escrito de  julio 11 de 2016, con miras a que se le entregara copia de la Resolución 5263 de enero 1° de 1992 para identificar el Juzgado que ordenó la suspensión de sus derechos políticos.

En el sub lite se observa que le asistía razón a la señora ACEVEDO OROZCO al instaurar la tutela, ya que aunque la referida petición fue entregada en la Registraduría en julio 14 de 2016, para la fecha de interposición de la tutela -agosto 25 de 2016- ya habían transcurrido los 15 días hábiles con los que contaba la entidad estatal para dar respuesta a lo pedido, sin pronunciarse al respecto; no obstante lo anterior, dentro del término de traslado de la acción constitucional, se arrimó a esta Corporación por parte de la accionada información en el sentido que en agosto 31 de 2016 se le había dado respuesta a la peticionaria por oficio 045294
 donde le indica que se procedió a restablecer la vigencia de la cédula de ciudadanía N° 32.334.788 correspondiente a la actora, como así se lee del contenido del certificado incorporado al trámite.

Con miras a verificar tal situación, por parte de esta Sala se obtuvo comunicación vía celular con la afectada quien ratificó que en efecto recibió un sobre de la Registraduría que contenía el oficio donde se le expresa lo antes mencionado, lo cual para el Defensor Público que la asistió configura un hecho superado
.
Si bien en principio podría predicarse que la entidad no respondió en debida forma lo pedido, en tanto la información entregada a la accionante no fue lo requerido por la misma, considera la Corporación que el fin último de la documentación que pedía la actora -esto es la Resolución por medio de la cual le fueron suspendidos sus derechos políticos para identificar la fiscalía que emitió la sentencia en su contra- era adelantar los trámites ante la Registraduría para que tal prohibición le fuera levantada y su cédula nuevamente cobrara vigencia, como así  se obró por parte de la demandada, con lo cual se estima que la problemática puesta de presente se encuentra debidamente superada.
No puede negarse la razón que le asistió a la actora al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de interponer la demanda no había obtenido información alguna de lo pedido, pero como se anotó con antelación, durante el trámite de esta acción la entidad fue más allá de lo reclamado y decidió emitir acto administrativo por medio de la cual restableció la vigencia de la cédula de ciudadanía de la señora MARÍA ROCÍO ACEVEDO OROZCO, como así se desprende del certificado allegado a la actuación
, lo que fue corroborado por la Sala al ingresar al link correspondiente de la Registraduría Nacional del Estado Civil
 e incluir los datos del documento de identidad de la accionante.
A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que en el presente asunto esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que no se configura afectación a derecho fundamental alguno, motivo por el cual ya no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. 

Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En conclusión, como quiera que por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil se cumplió con lo requerido por el tutelante, se negará el amparo constitucional impetrado, al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la señora MARÍA ROCÍO ACEVEDO OROZCO por intermedio de apoderado judicial, por tratarse de un hecho superado.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folio 22 del expediente.


� Ver folio 24 del expediente.





� Ver folio 23 del expediente.


� http://www3.registraduria.gov.co/certificado/Datos.aspx
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